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MOCIÓN SUSPENSIVA QUE PRESENTA LA DIPUTADA FEDERAL CRISTINA
ISMENE GAYTÁN HERNÁNDEZ, INTEGRANTE DEL GRUPO
PARLAMENTARIO DEL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA,
SOBRE EL DICTAMEN CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE
EXPIDE LA LEY DE SEGURIDAD INTERIOR.

Con fundamento en lo dispuesto por el Artículo 122 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, la Diputada Federal Cristina Ismene Gaytán Hernández, integrante
del Grupo Pariamentario del PRD presenta Moción Suspensiva sobre el dictamen
con Proyecto de Decreto por el que se expide la Ley de Segundad interiora!
tenor de la siguiente;

MOTIVACIÓN Y JUSTIFICACIÓN

De acuerdo a la recomendación de distintos organismos internacionales, tales

como el Grupo de Trabajo de contra las desapariciones forzadas e involuntarias

de Naciones Unidas, así como los relatores especiales contra la tortura y otros

malos tratos y contra las ejecuciones extrajudiciales; organismos públicos de

derechos humanos, como la Comisión Nacional de los Derechos Humanos; y

organizaciones de la sociedad civil, la militarización de las funciones de seguridad

pública no solo ha aumentado la violencia en nuestro país, sino que ha sido el

detonante de múltiples violaciones a los derechos humanos, tales como

ejecuciones extrajudiciales, desapariciones forzadas, tortura, enb'e otros.

En este contexto, la Cámara de Diputados a través de la Comisión de

Gobernación aprobó el dictamen con proyecto de decreto por el que se expide la : í;,

Ley de Seguridad Interior, la cual dota de facultades a las. Fuerzas Armadas' ■ '

(Ejército y Marina) para que realicen labores de seguridad pública,/en detrimento

de las instituciones civiles facultadas para ello. 3 O 'T.'j
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Esta disposición atenta en contra de lo establecido por nuestra Constitución en

diversos artículos. En primer lugar, el artículo 21 constitucional señala que;

La investigación de los delitos corresponde al Ministerio Público y a las

policías, las cuales actuarán bajo la conducción y mando de aquel en el

ejercicio de esta función.

En este sentido, la presente Minuta pretende que el Ejército y la Marina realicen

labores que le competen constitucionalmente al Ministerio Público y las policías,

es decir, mandos del fuero civil, quienes deberían tener las herramientas para

tener un enfoque de seguridad pública y ciudadana en sus actuaciones, de lo cual

carece la formación militar.

En este sentido, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos señala:

La emisión de una ley de seguridad interior en los términos que se

plantea contribuiría a mantener el estado actual de cosas, al favorecer

el uso discrecional de las Fuerzas Armadas como base de una

estrategia para abatir la violencia e inseguridad que se enfrenta,

dejando de lado la necesidad de emprender acciones coordinadas y

efectivas, desde los distintos niveles y órdenes de gobierno, para

fortalecer los recursos y capacidades de las policías civiles, instancias a

las que corresponde de manera exclusiva llevar a cabo las tareas de

Seguridad Pública en términos del artículo 21 Constitucional.
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Asimismo, el artículo 129 constitucional señala que:

En tiempo de paz, ninguna autoridad militar puede ejercer más

funciones que las que tengan exacta conexión con la disciplina militar.

En este sentido, en un análisis armónico de los artículos 21 y 129 constitucional

resulta notorio que la propuesta que el dictamen con Proyecto de Decreto de Ley

de Seguridad Interior no es congruente con nuestro texto constitucional, al

pretender que las Fuerzas Armadas realicen labores ajenas a su función y que

pudieran tener un Impacto no solo el marco constitucional, sino de conformidad

con lo dicho por distintos organismos nacionales e internacionales de derechos

humanos puede tener un impacto en el respeto de los mismos.

Asimismo, el artículo 73 constitucional que establece las facultades del Congreso

de la Unión, únicamente contempla legislar las materias de Seguridad Nacional y

Seguridad Pública, en sus fracciones XXIX-M y XXIII respectivamente. Sin

embargo, no prevé una facultad explícita o implícita para legislar en materia de

Seguridad Interior. En este sentido, esta Soberanía no debe aprobar una Ley que

es a todas luces contraria a la Constitución por no tener facultad para ello. El texto

constitucional es muy claro respecto a qué podemos legislar y no está sujeta a

interpretación.

Finalmente, de nuevo nuestra Comisión Nacional de los Derechos Humanos

señala:

La propuesta de ley no establece en forma expresa la forma como se

concillará la prevención, investigación y persecución de delitos con el
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amplio espectro de conductas que se pretenden encuadrar como

materia o riesgos a la Seguridad Interior, siendo en consecuencia

previsible que su aplicación trasgreda, desde el origen, garantías

procedimentales básicas y derechos humanos reconocidos en la

Constitución, lo cual propiciará que los responsables de una conducta

ilícita tengan una puerta abierta para eludir la acción de la justicia por la

indebida actuación de las autoridades, una vez que sus acciones fueran

puestas a consideración de un tribunal de derecho. Mucho de lo que el

dictamen refiere como materia de Seguridad Interior serían cuestiones

que, bajo otra óptica se podrían considerar, como propias del ámbito de

la Seguridad Pública.

Es por estos señalamientos que afirmamos que el dictamen en comento no solo

resulta cuestionable, sino que contiene graves vicios de constitucionalidad e

inconvencionalidad, que ponen en riesgo el Estado de Derecho y la gobernabilidad

democrática en nuestro país.
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Por lo antes expuesto y fundamentado, se somete a consideración del Pleno la

siguiente:

MOCIÓN SUSPENSIVA

Único. Se suspenda la discusión sobre el Dictamen con Proyecto de Decreto

por el que se expide la Ley de Seguridad Interior, con objeto de que las

violaciones al procedimiento legislativo se subsanen y se elimine el contenido

inconstitucional de sus disposiciones.

Ate

DIP. CRISITINA IS YTAN HERNANDEZ
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Moción Suspensiva sobre el Dictamen con proyecto de decreto que expide

LA Ley de Seguridad Interior de la Comisión de Gobernación, presentada

por integrantes del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Los suscritos, Clemente Castañeda Hoeflich e integrantes del Grupo Parlamentarlo de

Movimiento Ciudadano, con fundamento en el artículo 122 del Reglamento de la Cámara

de Diputados, someto a consideración la siguiente Moción Suspensiva sobre el Dictamen

con proyecto de decreto que expide la Ley de Seguridad Interior de la Comisión de

Gobernación, con base en las siguientes:

CONSIDERACIONES

I. El artículo 122 del Reglamento de la Cámara de Diputados establece que la moción
suspensiva es un procedimiento legislativo que persigue el objetivo de "interrumpir la

discusión de algún asunto puesto a consideración del Pleno".

Con fecha de 30 de noviembre de 2017, la Comisión de Gobernación aprobó el dictamen

con proyecto de decreto mediante el cual se crea la Ley de Seguridad Interior, misma que

pretende dar un marco legal de actuación a las Fuerzas Armadas en tareas de seguridad, lo

que viene a institucionalizar lo que ya defacto viene implementándose desde diciembre de

2006 cuando el entonces titular del Ejecutivo Federal decidió declarar una «guerra contra

el narco» con una amplia participación de las fuerzas castrenses.

Las iniciativas en materia de «seguridad interior» han generado un intenso debate público

sobre sus alcances y sobre su impacto en la política nacional de seguridad, así como sobre
el papel que deben jugar las Fuerzas Armadas en la misma. Como ya se ha señalado, el
dictamen en cuestión institucionaliza lo que durante la última década ha consistido en una

política pública de combate al crimen organizado, sin embargo, los diagnósticos
especializados que hasta la fecha han sido presentados no fundamentan un éxito real en
dicha estrategia de seguridad, sino, por el contrario, un acentuado desgaste de la confianza
pública en las Fuerzas Armadas y una pa.ve escaladacien- las. violaciones a los derechos
humanos. . i'' -
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II. Es importante señalar que tanto los organismos nacionales e internacionales de derechos
humanos, así como un creciente número de especialistas y líderes de opinión, han señalado
su preocupación sobre la constitucionalidad y convencionalidad del dictamen que hoy
discutimos.

Concretamente, el dictamen establece que las Fuerzas Armadas podrán participar en tareas
de seguridad, más allá de lo dispuesto por el artículo 129 constitucional, que señala que los
cuerpos castrenses no podrán desarrollartareas que no sean relativas a la estricta disciplina
militar;

«Artículo 129. En tiempo de paz, ninguna autoridad militar puede ejercer más
funciones que las que tengan exacta conexión con la disciplina militar. Solamente
habrá Comandancias Militares fijas y permanentes en los castillos, fortalezas y
almacenes que dependan inmediatamente del Gobierno de la Unión; o en los
campamentos, cuarteles o depósitos que, fuera de las poblaciones, estableciere
para la estación de las tropas.»

Igualmente, uno de los aspectos más graves del dictamen es que el artículo 4 incluye la
definición de «riesgos a la seguridad interior» como la «situación que potenciaimente
puede convertirse en una amenaza a la seguridad interior», y artículo 26 señala que las
FF.AA. de todas formas podrán actuar sin emitir ninguna Declaratoria cuando existan dichos
riesgos. Esto deja al arbitrio absoluto del Presidente la utilización de ias FF.AA. siempre que
considere que existen esos riesgos.

Por otro lado, desde la reforma constitucional en materia de seguridad pública del año
2004, que dio origen a la actual Ley de Seguridad Nacional, el artículo 21 establece que las
tareas de seguridad pública corresponden exclusivamente a las autoridades civiles. Así, el
párrafo noveno de dicho artículo señala lo siguiente:

«La seguridad pública es una función a cargo de la Federación, las entidades
federativas y los Municipios, que comprende la prevención de los delitos; la
investigación y persecución para hacerla efectiva, así como la sanción de las
infracciones administrativas, en los términos de la ley, en las respectivas
competencias que esta Constitución señala. La actuación de las instituciones de
seguridad pública se regirá por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia.
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profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos reconocidos en esta

Constitución.»

Sin embargo, el artículo 20 del dictamen que discutimos, señala que el Presidente

«designará a un Comandante de las Fuerzas Armadas participantes, quien dirigirá los grupos

interinstitucionales que para el efecto se integren», y el artículo 22 señala que «las

autoridades respectivas atenderán la amenaza que motivó la declaratoria, cooperando en
el ámbito de sus atribuciones y bajo la coordinación de la autoridad designada.» Esto

significa que eventualmente un comandante del Ejército o la Marina mandatará a
autoridades civiles en la coordinación de la seguridad pública, lo que viola el artículo 21
constitucional señalado anteriormente.

Asimismo, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que el concepto

de «seguridad interior» no debe ser utilizado para legitimar la actuación de las Fuerzas

Armadas en tareas de seguridad nacional:

«La Comisión desea insistir en una de sus preocupaciones centrales en relación con

las acciones implementadas por los Estados Miembros en el marco de su política
sobre seguridad ciudadana: la participación de las fuerzas armadas en tareas

profesionales que, por su naturaleza, corresponden exclusivamente a las fuerzas

policiales. En reiteradas ocasiones, la Comisión ha señalado que, dado que las

fuerzas armadas carecen del entrenamiento adecuado para al control de la
seguridad ciudadana, corresponde a una fuerza policial civil, eficiente y respetuosa
de los derechos humanos combatir la inseguridad, la delincuencia y la violencia en

el ámbito interno.

La preocupación de la Comisión frente a esta situación, que se reitera en varios

países de la región, tiene que ver también con el propio funcionamiento del sistema
democrático, pues en éste es fundamental la separación clara y precisa entre la
seguridad interior como función de la Policía y la defensa nacional como función de
las Fuerzas Armadas, ya que se trata de dos instituciones substancialmente

diferentes en cuanto a los fines para los cuales fueron creadas y en cuanto a su

entrenamiento y preparación. La historia hemisférica demuestra que la intervención
de las fuerzas armadas en cuestiones de seguridad interna en general se encuentra

acompañada de violaciones de derechos humanos en contextos violentos, por ello
debe señalarse que la práctica aconseja evitar la Intervención de las fuerzas armadas
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en cuestiones de seguridad interna ya que acarrea el riesgo de violaciones de
derechos humanosP»

Sin embargo, ia definición sobre «seguridad interior» que contiene el dictamen en cuestión,
no está claramente diferenciada de la «seguridad nacional», e incluso señala a la primera

como parte de la segunda, lo que claramente viola lo establecido anteriormente por la CIDH.

Así define el dictamen, en su artículo 29, la seguridad interior:

«Artículo 29, La Seguridad Interior es la condición que proporciona el Estado
mexicano que permite salvaguardar la permanencia y continuidad de sus órdenes
de gobierno e instituciones, así como el desarrollo nacional mediante el

mantenimiento del orden constitucional, el Estado de Derecho y la gobernabilidad

democrática en todo el territorio nacional. Comprende el conjunto de órganos,

procedimientos y acciones destinados para dichos fines, respetando los derechos

humanos en todo el territorio nacional, así como para prestar auxilio y protección a

las entidades federativas y los municipios, frente a riesgos y amenazas que

comprometan o afecten la seguridad nacional en los términos de la presente Ley.»

Igualmente, las causales para activar la participación de las Fuerzas Armadas, contenidas en

el artículo 49 del dictamen como «amenazas a la seguridad interior», incluyen las contenidas
en el artículo 59 de la Ley de Seguridad Nacional, que son bastante abiertas a la

interpretación, como: "Actos tendentes a consumar espionaje, sabotaje, terrorismo,

rebelión, traición a la patria", "Actos que impidan a las autoridades actuar contra la
delincuencia organizada", "Actos tendentes a quebrantar la unidad de las partes

integrantes de la Federación", "Actos ilícitos en contra de la navegación marítima", "Actos
tendentes a obstaculizar o bloquear actividades de inteligencia o contrainteligencia", "Actos
tendentes a destruir o inhabilitar la infraestructura de carácter estratégico o indispensable

para la provisión de bienes o servicios públicos".

Además, se añaden «que afecten la estabilidad de las instituciones cuando dicha afectación
dañe gravemente a la población», y «las que afecten los deberes de colaboración de las
entidades federativas y municipios en materia de seguridad nacional», lo que presenta una

^ «Informe sobre Seguridad Ciudadana y Derechos Humanos», Comisión Interamericana de Derechos

Humanos, 31 de diciembre de 2009,

https://www.oas.ofg/es/cidh/docs/Ddfs/SEGURIDAD%2QCIUDADANA%202009%20ESP.Ddf
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amplitud de escenarios, abriendo la puerta a la discrecionalidad en el ejercicio de la fuerza

pública y la utilización de armamento de uso exclusivamente militar:

«Amenazas a la Seguridad Interior; Las contenidas en el artículo 5 de la Ley de

Seguridad Nacional que tienen su origen en territorio nacional; las que afecten la

estabilidad de las instituciones cuando dicha afectación dañe gravemente a la
población; las emergencias o desastres naturales en un área o región geográfica del
país; las epidemias y demás contingencias que afecten la salubridad general; o las

que afecten los deberes de colaboración de las entidades federativas y municipios

en materia de seguridad nacional;»

Debe señalarse asimismo que estas causales son muy similares a las plasmadas en el
Artículo 29 constitucional sobre la suspensión de garantías, por lo que claramente estamos

ante un eventual problema jurídico, pero también ante un grave riesgo de que, mediante la

Ley de Seguridad Interior, se normalice el estado de excepción o suspensión de garantías
"exprés", vulnerando lo establecido en la Constitución, que indica que para que ello ocurra
el Ejecutivo Federal debe consultar a la Suprema Corte de Justicia de la Nación y al Congreso

de la Unión. Únicamente se señala que se deberá notificar a la Comisión Bicameral de
Seguridad Nacional y a la CNDH.

En concreto, el artículo 72 del dictamen señala que «en los casos de perturbación grave de

la paz pública o de cualquier otro que ponga a la sociedad en grave peligro o conflicto, y
cuya atención requiera la suspensión de derechos, se estará a lo dispuesto en el artículo 29
de ia Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y leyes respectivas»; sin

embargo, el propio artículo 42 del mismo señala también que serán amenazas a la seguridad
interior «las que afecten la estabilidad de las instituciones cuando dicha afectación dañe
gravemente a la población»; esto significa que no está claro en qué condiciones se aplicará
lo dispuesto en el 29 constitucional y en cuáles esta nueva Ley.

Por otro lado, resulta especialmente preocupante lo dispuesto en el 82 de la Ley de
Seguridad Interior que aprueba el dictamen en cuestión, ya que abre la puerta a la
criminalización de la protesta social, en la medida en que condiciona la misma a que se

realicen «pacíficamente de conformidad con la Constitución», lo que resulta ambiguo y está

a interpretación de las autoridades.
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Además, el artículo 15 del dictamen señala que la vigencia de la Declaratoria para atender

las amenazas a la seguridad Interior a través de fuerzas federales, no podrá exceder de un

año, sin embargo, señala que podrá prorrogarse sin establecer un límite de prórrogas, lo
que abre la puerta a que éstas sean Indefinidas, perpetuando la presencia de las fuerzas

armadas.

Otra preocupación que Movimiento Ciudadano comparte con las organizaciones de la
sociedad civil es que se excluya a los servidores públicos de la aplicación de la Ley Federal
de Procedimiento Administrativo cuando se aplicase la legislación en cuestión. En

particular, el artículo 10 establece que «la materia de la seguridad interior queda excluida

de lo dispuesto en la Ley Federal de Procedimiento Administrativo.»

Además, el dictamen resulta regresivo en términos de transparencia y de garantías del
derecho a la verdad, ya que establece que toda la Información relacionada con la aplicación
de la Ley será clasificada, lo que violenta el derecho a la información y coloca a las
autoridades militares en un régimen de excepción respecto de los cuerpos de seguridad

civiles que realicen las mismas tareas de seguridad:

«Artículo 9. La Información que se genere con motivo de la aplicación de la presente
Ley, será considerada de seguridad nacional, en los términos de la ley de la materia,
y clasificada de conformidad con ésta y las disposiciones aplicables en materia de
transparencia y acceso a la información.»

Además de lo anterior, es importante señalar que el dictamen Se señala que las
manifestaciones y protestas (artículo 8) que "se realicen pacíficamente de conformidad con
la Constitución", no serán consideradas como amenazas. Aunque esto parece positivo, en

realidad abre la puerta a que se utilicen a las fuerzas federales, incluidas las militares, para
reprimir protestas que no se consideren pacificas por parte de la autoridad.

Igualmente, esta legislación podría representar un problema de competencias y una
yuxtaposición de atribuciones en materia de seguridad pública, ya que el artículo 18 señala
que «en ningún caso, las acciones de seguridad Interior que lleven a cabo las Fuerzas
Armadas se considerarán o tendrán la condición de seguridad pública». Sin embargo, el
artículo 20 señala que el Presidente designará a un Comandante de las Fuerzas Armadas,
que "dirigirá los grupos interinstitucionales que para el efecto se Integren", y el artículo 22
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señala que las autoridades deberán estar bajo la coordinación de dicho Comandante. Esto
significa que eventualmente un comandante mandatará a las autoridades civiles en la

coordinación de las acciones de seguridad, lo que podría violar el artículo 21 constitucional,

que señala que sólo autoridades civiles podrán ocuparse de la seguridad pública.

Para finalizar, el mecanismo previsto en el artículo 11 del dictamen, para que las entidades

federativas soliciten acciones de seguridad interior, es demasiado laxo. Se plantea que

podrán solicitarlo las legislaturas (sin especificar una mayoría requerida) o el Ejecutivo

estatal "en caso de receso de aquellas", cuando se vean comprometidas sus "capacidades

efectivas" para atender una amenaza. Esto representa un incentivo perverso para que las

entidades federativas se postren ante la Federación bajo el argumento de la necesidad de

mejorar sus instituciones y "capacidades efectivas":

«El Presidente de la República podrá ordenar por sí o a petición de las legislaturas
de las Entidades Federativas, o de su Ejecutivo en caso de receso de aquellas, la

intervención de la Federación para la realización e implementación de Acciones de

Seguridad Interior en el territorio de una Entidad Federativa o zona geográfica del
país, previa emisión de una Declaratoria de Protección a la Seguridad Interior,

cuando se actualice alguna de las Amenazas a la Seguridad Interior y éstas:

i. Comprometan o superen las capacidades efectivas de las autoridades
competentes para atenderla, o

II. Se originen por la falta o Insuficiente colaboración de las entidades federativas y

municipios en la preservación de la Seguridad Nacional, de conformidad con lo
previsto en el segundo párrafo del artículo 1^ de la Ley de Seguridad Nacional.

Aquellas amenazas a la Seguridad Nacional que no requieran declaratoria en

términos del.presente artículo, serán atendidas por las autoridades conforme sus
atribuciones y las disposiciones legales que resulten aplicables.»

Es debido a lo anterior que en Movimiento Ciudadano consideramos que resulta crucial
entablar un gran proceso de discusión nacional sobre la pertinencia de legislar en materia
de participación de las Fuerzas Armadas en tareas de seguridad, no sin antes evaluar si una
legislación de esa naturaleza contiene vicios de inconstitucionalidad o convencionalidad.

III. Es importante destacar que dicho proyecto de legislación ha sido cuestionado desde
distintos frentes en lo relacionado con la estrategia de combate al crimen organizado, tanto
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por parte de la sociedad civil, como por parte de los organismos internacionales y

nacionales de defensa de los derechos humanos.

Particularmente, las críticas a la legislación propuesta pasan por evidenciar los pocos

resultados de las actuales políticas públicas en el combate al crimen organizado y al

consumo de estupefacientes, así como las graves violaciones de derechos humanos que se

han producido a raíz de la intervención de las Fuerzas Armadas en tareas de seguridad

pública.

Así, por ejemplo, el CIDE ha señalado recientemente que desde diciembre de 2005 se ha

incrmentado la tortura hasta en un 1000%^, y señaló asimismo que de 3 mil 327 combates
durante el sexenio calderonista, 4 de cada lOfueron de letalidad perfecta, por lo que señaló

una "política de exterminio"^, igualmente, el CIDE estableció que de diciembre de 2006 a
noviembre de 2011 se registraron 68 casos de ejecuciones en las que, al menos, hubo 10

muertos en cada una"*, lo que se configura como una «masacre».

A lo anterior debemos añadir lo que es ya una realidad reconocida oficialmente en el rosario

de cifras que retratan el grave estado de violencia de nuestro país; más de 150 mil

homicidios intencionales de diciembre de 2006 a diciembre de 2015, más de 30 nil

desaparecidos según cifras oficiales, y más de 280 mil desplazados.

Asimismo, es conveniente señalar el más reciente informe de la CIDH sobre los derechos

humanos en nuestro país. El 2 de marzo de 2016 la CIDH presentó el informe Situación de

los derechos humanos en México, en el que señala que la grave crisis de derechos humanos

por la que atraviesa nuestro país se debe a la militarización continua que ha llevado a cabo
el Estado para combatir al crimen organizado:

«La situación de violencia e inseguridad en México señalada en este informe,
generada por el accionar de grupos del crimen organizado junto con una respuesta

^ «Crece 1,000% tortura con Calderón», Reforma, 26 de enero de 2017,
httD://www.reforma.com/aplicaciones/art¡culo/default.asDx?ld=1033373&v=4

' «Dominó con FCH letalidad militar». Reforma, 31 de enero de 2017,
httD://www.reforma.com/aDlicaciones/articulo/default.a50x?id=1035913&v=3

^ «Hubo 68 masacres con Calderón», Reforma, 27 de enero de 2017,
http://www.reforma,com/anllcaciones/articuío/default.asDx?id=1034121&v=2
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militarizada, y la captura de elementos del Estado por parte de grupos de la

delincuencia organizada, ha tenido como consecuencia el incremento en graves

violaciones de derechos humanos.»^

En el mismo sentido, la CIDH estableció que la militarización del país ha resultado no sólo

en un incremento de las violaciones a los DD.HH., sino que también contribuye a perpetuar

el círculo vicioso de impunidad que es el principal caldo de cultivo para la erosión del Estado

de Derecho:

«Este contexto de lucha contra el narcotráfico y la consecuente militarización de

zonas del país ha resultado en varias ocasiones en un incremento de la violencia y
de las violaciones a los derechos humanos, así como en mayores niveles de

impunidad. Es decir, la atribución a las fuerzas armadas de roles que

corresponderían a las fuerzas policiales civiles y el despliegue de operativos

conjuntos entre las fuerzas armadas y las instituciones de seguridad estatales y

municipales en distintas partes del país, han dado lugar a mayores violaciones de

derechos humanos.»

«Dentro de este contexto de lucha contra el narcotráfico y la consecuente
militarización de zonas del país, diversas autoridades como las policías en sus

distintos niveles (federal, estatal y municipal), miembros de las fuerzas militares e

incluso de ministerios públicos, han sido vinculados con presuntas graves violaciones
a los derechos humanos que permanecerían en la impunidad.»

Igualmente, la CIDH señaló específicamente que el papel de las Fuerzas Armadas en un

estado democrático debe ser otro que el de cumplimentar tareas policiales y de seguridad
pública;

«Frente la situación de militarización que atraviesa México, la Comisión
Interamericana manifiesta su preocupación ante la participación de las fuerzas
armadas en tareas profesionales que, por su naturaleza, corresponderían
exclusivamente a las fuerzas policiales. En reiteradas ocasiones, la Comisión y la
Corte han señalado que, dado que las fuerzas armadas carecen del entrenamiento

adecuado para el control de la seguridad ciudadana, corresponde a una fuerza

^ «Situación de los derechos humanos en México», CIDH, 2 de marzo de 2016,

httD://www,oas.ore/es/cldh/lnformes/Ddfs/Mexico2016-es.odf
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policial civil, eficiente y respetuosa de ios derechos humanos combatir la

inseguridad, la delincuencia y la violencia en el ámbito interno. Conforme ia
Comisión estableció en su informe sobre Seguridad Ciudadana, una política pública
sobre seguridad ciudadana, que se constituya en una herramienta eficiente para que

los Estados Miembros cumplan adecuadamente sus obligaciones de respetar y
garantizar ios derechos humanos de todas las personas que habitan en su territorio,

debe contar con una institucionaiidad y una estructura operativa profesional

adecuadas a esos fines. La distinción entre las funciones que le competen a las
fuerzas armadas, limitadas a la defensa de ia soberanía nacional, y las que le
competen a las fuerzas policiales, como responsables exclusivas de ia seguridad

ciudadana, resulta un punto de partida esencial que no puede obviarse en el diseño
e impiementación de esa política pública. La Corte ha señalado en relación con este

punto que "(...) ios Estados deben limitar ai máximo el uso de las fuerzas armadas

para el control de disturbios internos, puesto que el entrenamiento que reciben está

dirigido 3 derrotar al enemigo, y no a ia protección y control de civiles,

entrenamiento que es propio de ios entes policiales".»

Finalmente, ia octava recomendación contenida en el Informe de la CIDH consiste en

cambiar el enfoque sobre las drogas, eliminando ia militarización:

«8. Reorientar el abordaje del tema de drogas en México de un enfoque de

militarización y combate frontal usando la fuerza pública, a uno con perspectiva
integral, de derechos humanos y salud pública sobre las adicciones y el consumo con

fines de distribución.»

Cabe recordar asimismo, que durante la visita a nuestro país el 7 de octubre de 2015, el Alto

Comisionado de ia Organización de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, Zeid

Ra'ad Ai Hussein, emitió una serie de recomendaciones puntuales ai Estado Mexicano, entre

las que claramente se encuentra retirar a las fuerzas armadas del combate ai crimen
organizado:
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"Adoptar un cronograma para el retiro de las fuerzas militares de las funciones de
seguridad públicaA»

En el mismo sentido, la Red Nacional de Organismos Civiles de Derechos Humanos Todos
los Derechos para Todas y Todos (RedTDT), emitió el 11 de diciembre de 2016 un
comunicado manifestando su postura en contra de lo que consideran una "militarización
del país", y advierten que:

«Las iniciativas legislativas que se han planteado en la dirección de normalizar la

presencia e intervención militar en el país preocupan. Se pretende normalizar lo que

en cualquier democracia sería una excepción: el involucramiento del ejército en
tareas de seguridad públicas -desde patrullaje, detenciones hasta la investigación
del delito-.'»

Igualmente, las organizaciones señalan que ya la ONU ha advertido que el ejército debe
regresar a ios cuarteles:

«Cualquier propuesta de regulación del ejército debe retomar las recomendaciones

que ha hecho la Oficina del Alto Comisionado de los Derechos Humanos en México

e ir orientada a regresar a los soldados a sus cuarteles, de forma paulatina y
responsable. Debe además ir acompañada por una Ley que regule el uso de la fuerza

y establezca mecanismos institucionales para fiscalizarla.

Finalmente, hacen el siguiente llamado a ia Cámara de Diputados:

«Pedimos a la Cámara de Diputados que no apruebe de forma apresurada estas
leyes que hacen permanente la presencia militar y que vulneran los derechos de las

® «Declaración del Alto Comisionado de la ONU para los Derechos Humanos, Zeid Ra'ad Al Hussein, con
motivo de su visita a México», Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos de las Naciones

Unidasd, 7 de octubre de 2015,

httD://www,hchr,orH,mx/index.pho?option=com k2&view=item&id=767:declaracion-del-alto-comlsionado-

de-la-onu-para-los-derechos-humanos-zeid-ra-ad-al-hussein-con-motivo-de-su-visita-3-mexico&ltemid=265

^ «Sociedad civil exige a diputados no militarizar el país ni legislar sin discusión la suspensión de garantías».
Red Nacional de Organismos Civiles de Derechos Humanos Todos los Derechos para Todas y Todos

(REDTDT), 11 de diciembre de 2016. http://redtdt.ore.mx/?p=7667
® ídem.

Página 11 de 16



, slíKJÍ t,.

CÁMARA DK DIPl l ADOS

t.VilI LFXilSLATUHA

. . ^ ."Anos
Ciudadanos

y los mexicanos, El Congreso tiene la responsabilidad de no convertir al país en uno
menos democrático y con instituciones civiles más débiles.^»

Como se observa, los principales organismos internacionales y nacionales en materia de
derechos humanos recomiendan al Estado Mexicano el retiro a la brevedad de las Fuerzas

Armadas del combate al crimen organizado, en vista no sólo de los pocos resultados sino
de la grave crisis de derechos humanos por la que atraviesa nuestro país y de la colusión de
elementos castrenses en dichas violaciones.

Es por ello que Alejandro Madrazo, investigador del CIDE, ha señalado que una legislación
sobre seguridad interior tal y como hasta ahora ha sido planteada, sólo implicaría la
institucionalización de una política pública que no ha tenido resultados positivos:

«Los resultados de lo que pretenden legislar ya los conocemos. No se trata de una
política pública nueva sobre la que vayamos a experimentar. Llevamos diez años con
la seguridad pública militarizada en una buena parte del país. Durante esos diez años
ni las Fuerzas Armadas ni el Ejecutivo Federal han rendido cuentas claras. [...] El

riesgo es que renunciemos a tener policías decentes y utilicemos a las fuerzas

armadas como sustituto de las policías y de las procuradurías.»

Por otro lado, este 27 de noviembre, distintas organizaciones y personalidades de la

sociedad civil manifestaron públicamente su enérgico rechazo a la aprobación del dictamen
que se está discutiendo:

«...normalizar la intervención de las Fuerzas Armadas en labores policiales

contribuiría a perpetuar la situación que se busca subsanar. Si hoy los gobiernos

federal y estatales no han cumplido con su obligación legal de construir

corporaciones de policía eficaces, menos aún lo harán si cuentan con el recurso legal

para encubrir dicho vacío institucional con requerimientos de intervención

militar.^®»

' ídem.

«Posicionamiento sobre las Iniciativas en materia de seguridad interior», 27 de noviembre de 2017,

http://www.seguridadsineuerra.Org/#block-513Q
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Por ello, estas organizaciones, establecieron una ruta de irreductibles sobre la seguridad
nacionales, entre los que se cuenta la reglamentación del artículo 29 constitucional, el
fortalecimiento de las instituciones civiles de seguridad, y el cumplimiento de las
recomendaciones de los organismos internacionales en materia de derechos humanos:

«I. Respeto irrestricto al marco jurídico constitucional e internacional. La aprobación
de una "Ley de Seguridad interior" o de un capítulo de Seguridad Interior en la Ley
de Seguridad Nacional, atentaría contra la Constitución y contravendría los tratados
internacionales que México ha ratificado.

II. Adopción de medidas excepcionales sólo a partir de los mecanismos ya previstos.
La vía adecuada para despliegues extraordinarios del Ejército es el artículo 29
constitucional. Actualmente no contamos con una ley reglamentaria de este
artículo, y no se cuenta con una iniciativa que contemple verdaderos contrapesos y
mecanismos de vigilancia. Los proyectos en discusión no son acordes con las normas
internacionales en la materia.

III. Es fundamental un plan de fortalecimiento de las policías en todos los niveles de
gobierno, cuyas normas y entrenamientos expresamente integren los principios de
legalidad, proporcionalidad y absoluta necesidad. Además, es indispensable legislar
sobre el uso de la fuerza.

IV. Reformar a las policías, sin embargo, no será suficiente. Es necesario reformar
también las procuradurías, fortalecer al Poder Judicial y atender la crisis
penitenciaria.

V. Se deben cumplir las recomendaciones de la Comisión Interamericana de

Derechos Humanos y de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para

los Derechos Humanos y definir un plan de retiro paulatino de las Fuerzas Armadas
de las tareas de seguridad.

IV. Con base a los datos anteriormente señalados, los Diputados de Movimiento Ciudadano

consideramos que antes avanzar en una legislación como la planteada por la Comisión de
Gobernación, es preciso primero realizar un diagnóstico extenso, claro y especializado,sobre
la situación de los derechos humanos en nuestro país, el sistema de procuración de justicia

y el fortalecimiento de las instituciones civiles de seguridad.

11Idem.

Página 13 de 16



CÁMARA l)K nilniADO.S C1 U PAPAN O S
LXill LKOlSLATURA

Así pues, si buscamos desarrollar una estrategia adecuada de seguridad, debemos empezar
por reformar y fortalecer las instituciones civiles de seguridad, en lugar de buscar relegarlas
a un segundo plano, permitiendo y alentando la intervención de las Fuerzas Federales en

tareas de seguridad pública.

Es preciso antes de comenzar la discusión, contar con diagnósticos sobre las causas que
mantienen a las instituciones civiles de seguridad en un estado de postración ante la

violencia y el crimen organizado. Igualmente es necesario volver a emprender una discusión
sobre las reformas en materia de seguridad pública, incluyendo las distintas propuestas
como el mando mixto.

Para fortalecer la confianza ciudadana en los cuerpos de seguridad, es necesario también
fortalecer fiabilidad y el esquema de implementación de los exámenes de control y
confianza, y consolidar la cultura sobre el respeto a los derechos humanos en los cuerpos
de seguridad.

Adicionalmente, nuestro país aún no cuenta con una legislación general que regule el uso
de la fuerza, misma que establecería protocolos de actuación que también deberían seguir
las fuerzas armadas cuando realizaran tareas de seguridad.

Asimismo, no debemos olvidar que nuestro país aún no cuenta con una Fiscalía General de

la República, como entidad autónoma de procuración de justicia, y su consecuente
reproducción en las entidades federativas; por lo que antes de pasar a una revisión de las

políticas públicas de seguridad, deberíamos saber cuál es el grado de fiabilidad y eficacia de
los nuevos modelos civiles de seguridad.

En este sentido, la Comisión Mexicana de Defensa y Promoción de los Derechos Humanos

(CMDPDH) manifestó este mes de abril su preocupación por el avance en la discusión de

esta legislación, y recomendó primeramente la existencia de una "reflexión integral" sobre
el futuro del País, para lo cual exigió una moratoria legislativa:

«Lo que están buscando es darle un marco legal a actividades inconstitucionales que

han tenido las fuerzas armadas, al suplantar a civiles en tareas de seguridad pública;

los militares van a poder detener personas, van a poder obtener información de
hechos delictivos por cualquier forma, van a poder hacer patrullajes y detener a
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sospechosos de delitos y sus partes militares van a tener fuerza en las averiguaciones
previas. Así no se puede legislar esa ley, tiene que haber una moratoria en seguridad
y justicia y debe haber una reflexión integral sobre lo que queremos para el país. No
queremos que la seguridad este en manos de las fuerza armadas.^^»

En el mismo sentido, distintas organizaciones de la sociedad civil agrupadas bajo el lema

#SeguridadSinGuerra, exigieron el mismo mes ai Congreso de la Unión una "moratoria
tegisaitiva" no sólo sobre las iniciativas en materia de seguridad interior, sino también sobre
la nueva Fiscalía General de la República y ios nuevos fiscales anticorrupción. En particular,
las organizaciones de la sociedad civil señalaron que:

«A pesar de las advertencias de académicos y expertos, así como de organismos
nacionales e internacionales, como la Comisión Nacional de ios Derechos Humanos

y la Organización de las Naciones Unidas, ios legisladores quieren dar paso a
,  iniciativas que tienen el potencial de agravar la crisis de inseguridad, las violaciones

a ios derechos humanos, el deterioro del estado de derecho y el incremento sin
control de la violencia en México,

También exigieron una moratoria legislativa sobre esta discusión, ios directores del Centro
de investigación y Docencia Económicas (CIDE) y del instituto de investigaciones Jurídicas
de la Universidad Nacional Autónoma de México, el Dr. Sergio López Ayilón y el Dr, Pedro
Sáiazar Ugarte, respectivamente, señalando la necesidad de contar primeramente con un
contexto claro que nos permita tomar decisiones adecuadas:

«Consideramos que un ejercicio como el que nos invitan a emprender requiere de
un contexto que lo haga viable y productivo. Por un lado, hace falta distensión y
respeto entre instituciones públicas y organizaciones ciudadanas. Por otra parte, y
aunque sabemos no es materia de competencia del procurador, es indispensable

una moratoria legislativa en materias relacionadas con la seguridad y la procuración

de justicia. En particular, es indispensable poner pausa a la aprobación de la

" «Demanda CMDPDH una 'moratoria' para analizar la Ley de Seguridad Interior», MVS Noticias, 13 de abril
de 2017, http://www,mvsnoticias.com/#!/noticias/demanda-cmdDdh-una-moratoria-para-analizar-la-lev-

de-seeuridad-interior-366

«Colectivos civiles plantean que sea diferida la ley de seguridad interior», La Jornada, 25 de abril de 2017,

http://www, iornada.com. mx/2017/04/26/deportes/005n2pol
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miscelánea penal y las iniciativas de seguridad interior. De lo contrario este ejercicio
adolecería de dirección y legitimidad, pues, ¿qué sentido tendría intentar diseñar un
modelo complejo para salir del atolladero en el que estamos si en el ínterin quienes

tendrían que aprobarlo e implementarlo alteran las piezas y colocan engranes que
trabarían su maquinaria?^''»

Es por ello que Movimiento Ciudadano ha decidido acompañar estas voces de la sociedad

civil y de la academia, y en tal sentido proponemos una moratoria legislativa sobre todo el

proceso de discusión legislativa en materia de seguridad interior, de donde se deriva la

presente moción suspensiva.

Por lo anteriormente expuesto, se somete a consideración la siguiente:

MOCIÓN SUSPENSIVA

Moción suspensiva para interrumpir la discusión en lo general y en lo particular del
dictamen con proyecto de decreto que expide la Ley de Seguridad Interior presentado por

la Comisión de Gobernación.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro

30 de noviembre de 2017

Grupo Parlamentario de Movímientq,jCfudadano
LXIII Legislatura

Dip. Cierr^nt^^astañeda Hoeflich

" «Hacia un modelo civil de procuración de justicia». El Universal, 3 de abril de 2017,
h ttD://www, eiuni versal, com.mx/entrada-de-opinion/articulo/sereio-lopez-avtlon-v-pedro-salazar-

uearte/nacion/2017/04/3/hacia-un
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